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Capítulo 6

Resumen: En el marco del conflicto armado colombiano, niños, niñas y adolescentes fueron 
víctimas recurrentes de masacres y otros actos atroces, perpetrados con el objetivo de 
ejercer control social a través del terror. La justicia penal, centrada en la sanción individual, 
ha mostrado limitaciones para integralmente a las víctimas y a sus comunidades. Este es-
tudio analiza el caso de la masacre de El Salado, con el propósito de evidenciar el impacto 
de estos crímenes en la infancia y explorar cómo la justicia restaurativa puede constituirse 
en una alternativa viable para abordar las profundas heridas ocasionadas, promoviendo la 
reparación, la reconciliación y la construcción de paz.
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Introducción
Durante el conflicto armado colombiano, diversas situaciones han expuesto a ni-
ños, niñas y adolescentes (NNA) a crímenes atroces. Aunque sus derechos están 
protegidos por un sólido marco internacional —que incluye la Convención sobre los 
Derechos del Niño y el derecho internacional humanitario—, así como por norma-
tivas nacionales —como el Código del Menor—, estos grupos han sido víctimas de 
graves violaciones.    

Organismos como el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), 
el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) y el Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos han identificado seis delitos que constituyen 
violaciones severas a los derechos de los NNA en contextos de conflicto: 

El asesinato el asesinato o la mutilación de niños/as; el reclutamiento y la 
utilización de niños/as soldados; los ataques contra escuelas y hospitales; 
la denegación de acceso a la asistencia humanitaria para los niños/as; el se-
cuestro de niños/as; y la violación de niños/as y su sometimiento a otros ac-
tos de violencia sexual. (Parra, 2013, s.p.)

La gravedad de estos delitos es incuestionable, pues representan una verda-
dera catástrofe para cualquier sociedad que los tolere o permita su perpetuación. 
A pesar de los esfuerzos de múltiples organizaciones, tanto internacionales como 
nacionales —que se valen de mecanismos como el monitoreo y la documentación 
de casos, la asistencia humanitaria, la rehabilitación psicosocial, la reintegración 
a la vida civil y la implementación de estrategias preventivas—, los NNA siguen 
siendo involucrados en escenarios de conflicto armado.

Esta investigación se centra, precisamente, en uno de los hechos más dramá-
ticos del conflicto armado colombiano: la masacre. Este fenómeno multifacético 
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puede entenderse como un acontecimiento histórico, una acción violenta, una vio-
lación de los derechos humanos o un mecanismo de control social.

Sin embargo, resulta llamativo que el término masacre no esté reconocido ni 
tipificado en los instrumentos del derecho internacional de los derechos humanos 
(DIDH), el derecho internacional humanitario (DIH) ni en el Código Penal colom-
biano. Este vacío normativo es especialmente revelador en un país que, según el 
Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH), registró, al menos, 4237 masacres 
entre 1958 y 2019, en las que perdieron la vida aproximadamente 24 600 perso-
nas. El período de mayor recurrencia se presentó entre 1998 y 2002, cuando se 
documentaron 1620 masacres (Comisión de la Verdad, 2022).

En el contexto de un conflicto armado, cada episodio de violencia presenta 
características que permiten diferenciarlo de otros. Esta distinción se logra al ana-
lizar factores como la intensidad del hecho, el tipo de violencia ejercida, los actores 
implicados y las condiciones de las víctimas. Dichos elementos facilitan su clasifi-
cación y comprensión. Esta categorización es fundamental para evaluar la grave-
dad de los hechos y su impacto en las comunidades, incluyendo aspectos como el 
trauma psicológico, la pérdida de vidas humanas, el desplazamiento forzado y la 
destrucción de infraestructura.

Si bien la clasificación de los hechos violentos es esencial para dotar al Estado 
y a los organismos multilaterales de herramientas jurídicas eficaces para la repa-
ración, su ausencia puede obstaculizar la implementación de mecanismos efec-
tivos de justicia transicional. En particular, la inclusión de las masacres dentro de 
categorías más amplías ha tenido un negativo en los procesos de reparación, es-
pecialmente en lo que respecta a los NNA. Esta omisión ha generado vacíos en la 
protección de sus derechos y en la garantía de su bienestar a largo plazo.

En los últimos años, la preocupación por la forma en que se clasifican estos 
acontecimientos ha cobrado especial relevancia. Tanto en los pronunciamientos 
oficiales como en los medios de comunicación, se ha evidenciado un cambio de-
liberado en la terminología: las masacres han pasado a denominarse homicidios 
colectivos. Esta estrategia semántica, lejos de ser inocente, busca atenuar el im-
pacto de la violencia ante la opinión pública y, al mismo tiempo, recurrir a una 
categoría menos desarrollada y vinculante (Restrepo, 2020).

Por ende, es pertinente preguntarse: ¿cuáles han sido las respuestas institu-
cionales y sociales frente a las necesidades de los NNA víctimas de masacres 
en Colombia? y ¿en qué medida estas han sido efectivas para garantizar sus de-
rechos y su bienestar a largo plazo? Para abordar estas cuestiones, se adoptará 
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un enfoque jurídico con una metodología exploratoria y descriptiva. La técnica 
consistirá en una lectura hermenéutica y crítica de los acontecimientos históri-
cos relacionados. Asimismo, se examinarán datos provenientes de los documen-
tos elaborados por el CNMH, la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la 
Convivencia y la No Repetición, el Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz 
(Indepaz) y otras organizaciones dedicadas a la construcción de memoria y a los 
procesos de reparación.

El capítulo se estructurará en tres secciones. La primera abordará el papel de 
los derechos de los NNA en el marco del DIH. Para lograrlo, se realizará un breve 
recorrido histórico que permita comprender su evolución, consolidación y alcance 
normativo. La segunda se centrará en la masacre de El Salado, ocurrida en el año 
2000, como un ejemplo paradigmático de las múltiples formas en que los dere-
chos de los NNA fueron vulnerados en contextos de violencia extrema. Se recurrirá 
a los testimonios y las memorias de los sobrevivientes para ilustrar este punto. 
Finalmente, la tercera analizará el marco jurídico vigente, con el propósito de re-
flexionar sobre la capacidad del Estado colombiano para garantizar la protección 
integral de los derechos de los NNA tanto en contextos de conflicto armado como 
en escenarios de posconflicto.

Esta investigación tiene como objetivo visibilizar las experiencias de aquellos 
cuya voz ha sido silenciada por una perspectiva adultocéntrica que ha minimizado 
o ignorado el impacto de las masacres en sus vidas. Se trata de NNA que han te-
nido que sobrellevar una pérdida, reprimir sus necesidades y crecer en contextos 
de violencia extrema. 

A través del análisis de sus vivencias, este capítulo se propone revelar cómo 
la violencia no solo interrumpió sus trayectorias vitales, sino que fracturó sus pro-
cesos de construcción de identidad, distorsionó su percepción del mundo y con-
dicionó sus vínculos afectivos, sociales y comunitarios, dejando huellas indelebles 
en su desarrollo emocional y psicológico.

La masacre como categoría
En este capítulo, es fundamental analizar cómo se conceptualiza la categoría de 
masacre, tanto desde una perspectiva teórica como en el marco de la defensa y la 
seguridad nacional. Teóricamente, el politólogo francés Jacques Sémelin define la 
masacre como “una forma de acción generalmente colectiva de destrucción de no 



164

Paz, derechos humanos y desarrollo sostenible:    
abordando el conflicto armado en Colombia  

combatientes” (como se citó en Cosovschi, 2014). De esta manera, la enmarca en 
lo que denomina imaginarios de destrucción social. 

A partir de sus estudios sobre la Alemania nazi, el genocidio en Ruanda y los 
conflictos armados en la antigua Yugoslavia, Sémelin sostiene que las estructuras 
de la psique humana desempeñan un papel central en la construcción de iden-
tidades colectivas. Además, plantea que los discursos políticos y las ideologías 
pueden fortalecer dichas identidades mediante la estigmatización de un otro —
percibido como enemigo, impuro y peligroso—, lo cual favorece la consolidación 
de una lógica cultural del exterminio, que comienza en el plano simbólico y culmi-
na en la aniquilación física.

En el caso colombiano, Uribe y Vásquez (1995) definen la masacre como “el 
acto de liquidación física violenta, simultánea o casi simultánea, de más de cuatro 
personas en estado de indefensión” (p. 37). Este tipo de violencia provoca la frag-
mentación de las comunidades o de los núcleos familiares. 

Desde un enfoque sociológico y antropológico, los autores sostienen que las 
masacres son una forma de relación social violenta que, en tanto acción, posee 
una finalidad (el objetivo perseguido por quienes la ejecutan), un significado (la in-
terpretación de los actores involucrados) y una motivación (la conexión de sentido 
que los actores y los observadores identifican como base lógica de la conducta). A 
partir de este marco analítico, Uribe y Vásquez (1995) proponen una tipología que 
clasifica las masacres en tres categorías: i) masacres políticamente orientadas; 
ii) masacres socialmente orientadas —dirigidas contra grupos marginales—; y iii) 
masacres económicamente orientadas.

A pesar de la relevancia de las definiciones expuestas, desde el punto de vista 
jurídico, la noción de masacre presenta ciertas ambigüedades. Entre estas, se des-
tacan la exigencia de un número mínimo de víctimas para que el hecho sea clasi-
ficado como tal, el grado de violencia ejercido durante la acción y las condiciones 
en las que se encuentran las víctimas, especialmente su estado de indefensión. En 
este sentido, el concepto adquiere mayor solidez con la incorporación de los tres 
criterios establecidos por el Manual de calificación de conductas violatorias (2013): 

1.	 Las ejecuciones extrajudiciales o arbitrarias de carácter colectivo perpetradas 
en un mismo hecho. Un número plural de dos o más víctimas le imprimen ese 
carácter colectivo. 

2.	 La manera cruel en que fueron ejecutadas esas personas. La muerte de las 
víctimas tiene que ser acompañada de elementos de ferocidad o barbarie. 
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3.	El estado de indefensión de las víctimas. Las personas muertas deben encon-
trarse en un estado de desamparo o desprotección. (p. 118)

Estos criterios, al integrar aspectos cualitativos y cuantitativos que trans-
cienden los lineamientos normativos, permiten una comprensión más amplia y 
contextualizada de este tipo de hechos. No obstante, el Manual de calificación 
de conductas violatorias no considera las consecuencias psicosociales, culturales 
y comunitarias que puede desencadenar un acontecimiento de tal envergadura. 
Además, en su segundo volumen, publicado en 2017, si bien se hace mención a 
los homicidios colectivos, no se ofrece una definición precisa ni un desarrollo con-
ceptual que permita profundizar en sus implicaciones.

Por su parte, el Indepaz adopta una definición que se inscribe en esta misma 
línea, al caracterizar la masacre como “el homicidio intencional y simultáneo de 
varias personas (tres o más personas), protegidas por el derecho internacional 
humanitario (DIH) y en estado de indefensión, en iguales circunstancias de tiempo, 
modo y lugar” (2025, s.p.). Esta definición destaca la diferencia sustantiva entre 
homicidio colectivo y masacre, y se articula con un riguroso sistema de monitoreo 
y registro de los eventos que se ajustan a dichos parámetros, lo cual contribuye a 
su visibilización y análisis continuo.

En cuanto a la definición establecida por el Ministerio de Defensa Nacional, la 
masacre no 

es un tipo penal, es una categoría especial para hacer un seguimiento al fenó-
meno. Se entiende por masacre el homicidio intencional y simultáneo de 3 o 
más personas en estado de indefensión en iguales circunstancias de tiempo, 
modo y lugar, por el mismo autor y que se distingue por la exposición pública de 
la violencia. No se incluirán los casos ni víctimas resultado de enfrentamientos 
entre grupos criminales. Se mide en casos y víctimas. Con el propósito de no 
afectar los comparativos históricos, este nuevo conteo se verá reflejado en los 
datos a partir del año 2022, para años anteriores, se tendrá en cuenta el concep-
to de homicidios colectivos, por lo cual no son comparables. (2022, s.p.) 

Esta aclaración conceptual permite establecer una distinción definitiva entre 
la masacre y los homicidios colectivos. Sin embargo, persiste la falta de una de-
finición que contemple las repercusiones de este tipo de hechos en los NNA. Las 
masacres tienen impactos psicosociales profundos y prolongados en las comuni-
dades afectadas, especialmente en los sujetos más vulnerables. En consecuencia, 
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es necesario incorporar un enfoque diferenciado que visibilice su impacto en la 
infancia y la adolescencia. 

Por su parte, el concepto de niñez es abordado en el artículo 1 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, en el cual se define como “todo ser humano menor de 
dieciocho años, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado 
antes la mayoría de edad” (1989). Según esta definición, todos los NNA 

tienen derecho a medidas especiales de protección, y, con la evolución de sus 
facultades, pueden ejercer progresivamente sus derechos. Al respecto, como 
definiciones de trabajo el Comité se ha referido a la [primera infancia], [la mi-
tad de la infancia] y [la adolescencia]. (Sistema Universal de Protección de los 
Derechos Humanos, 2013, pp. 20-23)

De acuerdo con el Comité de los Derechos del Niño (1989), 

•	 Primera infancia: el periodo que va desde el nacimiento hasta el primer año de 
vida, incluyendo el período preescolar y la transición a la educación formal. Es 
importante señalar que, si bien la edad exacta puede variar según la normati-
va nacional, se ha establecido que esta etapa se extiende hasta los ocho años.

•	 Mitad de infancia: periodo que va desde la primera infancia hasta la adolescencia. 

•	 Adolescencia: esta es una etapa caracterizada por transformaciones físicas, 
cognitivas y sociales. Durante este periodo, no solo se alcanza la madurez 
sexual y reproductiva, sino que también se desarrollan las capacidades ne-
cesarias para asumir roles y comportamientos propios de la vida adulta. Este 
proceso implica la adquisición progresiva de nuevas responsabilidades, así 
como de conocimientos teóricos y prácticos.

A nivel nacional, esta definición —junto con los principios consagrados en la 
Convención sobre los Derechos del Niño— fue ratificada mediante la Ley 12 de 
1991. Por su parte, la Constitución Política, en su artículo 44, reconoce los dere-
chos fundamentales de los NNA, y establece su prevalencia sobre los derechos de 
los demás. En consonancia con este marco, la Ley 1098 de 2006, conocida como 
Código de Infancia y Adolescencia, dispone en su artículo 3 que “se entiende por 
niño o niña a las personas entre los 0 y los 12 años, y por adolescente a las perso-
nas entre los 12 y los 18 años”.

Desde una perspectiva teórica, la definición de niñez se basa en estudios 
psicológicos, sociales y educativos. Como paradigma, ha atravesado múltiples 
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facetas, adaptándose a las transformaciones culturales, políticas y epistemológi-
cas propias de cada época. Por ejemplo, en los siglos IV y V, la infancia se concebía 
como un periodo de extrema vulnerabilidad e incapacidad. Esta percepción, lejos 
de responder a una lógica de protección, estaba atravesada por una connotación 
negativa en torno a la capacidad del niño para sobrevivir por sí mismo. 

En el siglo XV, se creía que “los niños eran malos de nacimiento”. Sin embar-
go, en ese mismo periodo, comenzaron a ser percibidos como seres indefensos, 
necesitados de la tutela y protección de un adulto, llegando incluso a ser conside-
rados una propiedad. Para el siglo XVI, esta percepción evolucionó y el niño pasó 
a ser concebido como un ser humano incompleto, a menudo, descrito como un 
pequeño adulto. En los siglos XVI y XVII, surgió una perspectiva más benevolente, 
que los representaba como seres buenos e inocentes, asociados con la figura de 
un ángel y la idea de la bondad innata. En el siglo XVIII, aunque se reconoció la 
infancia como una etapa diferenciada, persistió la idea de que al niño le faltaba 
madurez para ser una persona completa, por lo que se consideraba un ser primi-
tivo. Finalmente, desde el siglo XX hasta la actualidad, gracias a los movimientos 
en defensa de la infancia y al desarrollo de diversas investigaciones, se ha estable-
cido una nueva categoría que reconoce al niño como un sujeto social de derecho 
(Jaramillo, 2007).

La definición de niñez y adolescencia ha experimentado una evolución signifi-
cativa a lo largo de la historia, pasando de una perspectiva negativa y utilitarista a 
una concepción centrada en sus derechos y bienestar. En Colombia, la Ley 1098 de 
2006 reconoce a los NNA como sujetos de derechos y establece un marco norma-
tivo orientado a su protección. Sin embargo, mientras persistan contextos atrave-
sados por la violencia, la pobreza y el abandono estatal, el reconocimiento jurídico 
de estos derechos será insuficiente. En estos escenarios, no se trata únicamente 
de derechos vulnerados, sino de infancias silenciadas y relegadas a la marginación. 

Para concluir esta exposición conceptual —que busca otorgar rigurosidad 
académica a la presente reflexión—, se presenta la definición de justicia restaura-
tiva, entendida como

una metodología para solucionar problemas que, de varias maneras, invo-
lucra a la víctima, al ofensor, a las redes sociales, las instituciones judiciales 
y la comunidad. Los programas de justicia restaurativa se basan en el prin-
cipio fundamental de que el comportamiento delictivo no solamente viola la 
ley, sino también hiere a las víctimas y a la comunidad. Cualquier esfuerzo 
para solucionar las consecuencias del comportamiento delictivo deberá, en la 
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medida de lo posible, involucrar tanto al ofensor como a las partes ofendidas, 
y proporcionar la ayuda y el apoyo que la víctima y el delincuente requieren. 
(UNDOC, 2006, p. 6)

Esta concepción de la justicia forma parte de un proyecto destinado a apoyar 
a los países en la implementación de leyes y en el desarrollo de reformas en mate-
ria de derecho penal. Se reconoce que el castigo punitivo y privativo de la libertad 
—metodología clásica de la justicia restaurativa— no ha logrado cumplir con los 
objetivos impuestos por el mundo contemporáneo (Ordóñez y Rodríguez, 2019). 

Partiendo de esta premisa, y en respuesta a las demandas surgidas en Colombia 
tras la firma del Acuerdo Final —celebrado entre el Estado y las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC-EP) en 2016—, la Jurisdicción Especial para 
la Paz (JEP), bajo la guía de la Oficina Asesora de Justicia Restaurativa, propone 
la siguiente definición orientativa de justicia transicional restaurativa, destinada a 
servir como referencia para las diferentes instancias de la jurisdicción:

Es una forma de justicia participativa, colaborativa y prospectiva que busca 
atender los daños y afectaciones ocasionados en el marco del conflicto ar-
mado, reintegrar las partes a la sociedad y restaurar el tejido social, a través 
de procesos de reconocimiento y responsabilización, de contribuciones a la 
reparación integral y a la dignificación, así como de medidas para la preven-
ción, la protección y las garantías de no repetición. (2024, s.p.)

En este sentido, la justicia restaurativa promueve la participación de las vícti-
mas, los perpetradores y las comunidades, con el objetivo de involucrar y empode-
rar a quienes han sido directamente afectados por el delito. Su finalidad es “reparar 
el daño a las víctimas, responsabilizar a los infractores por el mal causado, facilitar 
su reintegración a la sociedad, así como reestablecer los vínculos sociales rotos 
por el delito” (Ordóñez y Heredia, 2019, p. 40). Esta perspectiva representa una al-
ternativa al sistema penal tradicional, ya que propone mecanismos de reparación 
orientados a la reconciliación, la justicia y la transformación social. 

Los derechos de los NNA en el marco                                      
del derecho internacional 
El interés por regular las relaciones entre los Estados se remonta a los siglos XVI y 
XVII, cuando comenzaron a consolidarse dinámicas internacionales más comple-
jas. En este contexto, el auge del comercio, el desarrollo de la diplomacia y la inten-
sificación de los conflictos bélicos suscitaron la necesidad de establecer normas 
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comunes que orientaran la conducta estatal (Olivares y Pérez, 2018). Como res-
puesta a estas exigencias, surgieron los principios fundacionales del derecho in-
ternacional, basados en la idea de que existían normas universales aplicables a 
todas las naciones.

La creciente complejidad de las relaciones internacionales, junto con la bús-
queda de la paz y la estabilidad, la necesidad de formalizar alianzas y de prote-
ger la soberanía estatal, impulsó la adopción de un sistema jurídico internacional 
(Carrillo, 2000). En este contexto, varios Estados empezaron a concebir el dere-
cho internacional como un instrumento esencial para regular sus interacciones 
y prevenir conflictos. Además, el auge del comercio global y la creciente interde-
pendencia económica lograron que las naciones reconocieran la importancia de 
contar con un marco legal común que facilitara las transacciones internacionales 
y permitiera la resolución pacífica de las disputas.

La adopción de estas políticas por parte de los Estados supuso una cesión 
parcial de su soberanía. Esto se debe a que asumieron el compromiso de respe-
tar las normas y los tratados internacionales orientados a promover la paz y la 
seguridad (Durán, 2016). Este proceso contribuyó al fortalecimiento del sistema 
internacional de protección de los derechos humanos, ya que obligó a los Estados 
a garantizar su cumplimiento y a rendir cuentas ante la comunidad internacional. 
Asimismo, fomentó la interdependencia y la cooperación global en áreas clave 
como el comercio, el medio ambiente y la seguridad, promoviendo la consolida-
ción de un marco jurídico común que regula las relaciones internacionales de for-
ma más predecible, equitativa y coherente (Calvo y Carrascosa, 2016).

Teniendo en cuenta el compromiso del derecho internacional con la regula-
ción de las interacciones entre Estados y la protección a la población civil, se han 
desarrollado diversas ramas jurídicas que persiguen objetivos específicos. Entre 
estas, destacan el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho 
internacional humanitario (DIH), los cuales buscan salvaguardar los derechos fun-
damentales —incluidos los derechos del niño y la prohibición de la tortura—, así 
como regular los métodos y medios de guerra (Acosta, 2016).

En este marco, el DIH protege los derechos del niño desde dos perspectivas. 
En primer lugar, busca salvaguardar el derecho a la vida, la integridad física y mo-
ral, y prohíbe prácticas como la coacción y la tortura, conforme a lo establecido en 
los artículos 27 al 34 del IV Convenio de Ginebra y en el artículo 75 del Protocolo I. 
En segundo lugar, proporciona una protección especial, como lo estipula el artículo 
77 del Protocolo I:
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Los niños serán objeto de un respeto especial y se les protegerá contra cual-
quier forma de atentado al pudor. Las Partes en conflicto les proporcionarán 
los cuidados y la ayuda que necesiten, por su edad o por cualquier otra razón 
(Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 rela-

tivo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales.

Actualmente, diversos organismos internacionales han subrayado la imperio-
sa necesidad de que los derechos de los niños se traduzcan en acciones concretas 
por parte de los Estados. En este sentido, un instrumento clave es la Convención 
sobre los Derechos del Niño, que reconoce a esta población como titular de dere-
chos específicos, entre ellos, el derecho a la vida, al desarrollo integral, a la super-
vivencia, a ser protegida contra todas las formas de violencia, así como el derecho 
a expresar su opinión y a ser escuchada. Asimismo, este tratado impone a los 
Estados parte la obligación de adoptar todas las medidas legislativas y adminis-
trativas necesarias para garantizar estos derechos, además de presentar informes 
periódicos ante el Comité de los Derechos del Niño sobre los avances y desafíos 
en su implementación. 

A nivel nacional, el Código del Menor (Decreto 2737 de 1989) reguló los de-
rechos y la protección de los NNA bajo enfoque que los concebía principalmente 
como objetos de protección. Aunque, en su momento, este modelo representó un 
avance, su visión tutelar limitó el reconocimiento pleno de los NNA como sujetos 
de derechos. En este marco, se han implementaron diversos programas orienta-
dos a su protección, especialmente en contextos de violencia. Uno de ellos fue el 
Programa de Atención a Víctimas del Conflicto Armado, del Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar (ICBF), diseñado para brindar protección y asistencia integral 
a los NNA afectados por el conflicto (ICBF, 2012).

Este programa tiene como objetivo garantizar la seguridad física y el bienes-
tar de los menores, proporcionándoles refugio, alimentación, vestuario y acceso a 
servicios de salud. Asimismo, contempla la implementación de hogares sustitutos 
y albergues temporales, diseñados para brindar a los niños desplazados, huér-
fanos o en condiciones de vulnerabilidad extrema un entorno estable, seguro y 
garante de protección integral.

A nivel nacional, también se han puesto en marcha programa dirigidos especí-
ficamente a los NNA afectados por el conflicto armado, entre los cuales sobresa-
len los Planes de Atención Psicosocial y Reintegración, desarrollados por diversas 
organizaciones no gubernamentales y agencias internacionales, como la UNICEF. 
Estos programas están diseñados para brindar apoyo emocional y psicológico a 
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los menores que han sido víctimas o testigos de la violencia. Para lograrlo, im-
plementan intervenciones como terapias individuales y grupales, además de ac-
tividades recreativas y educativas. El propósito es contribuir a la superación del 
trauma y facilitar su reintegración social (Bermúdez y Garavito, 2019).

No obstante, aunque estas iniciativas buscaban reparar las heridas emocio-
nales y reconstruir las vidas de los NNA, en muchos casos, adoptaron un enfoque 
asistencial. Como esta orientación redujo a los menores a una condición de recep-
tores pasivos, no se promovió su participación activa en los procesos de recupera-
ción e inclusión social. En sus fases iniciales, estos programas respondieron a una 
lógica adultocéntrica, centrada en la protección y la provisión, que no solo invisibi-
lizó los aspectos más profundos de sus experiencias, sino que también limitó su 
autonomía y su reconocimiento como sujetos plenos de derechos.

Es fundamental reconocer que, en Colombia, el conflicto armado no solo ha 
sido una problemática persistente, sino también una expresión de tensiones es-
tructurales no resueltas. Su duración, que supera el medio siglo, lo convierte en uno 
de los más prolongados en la historia reciente de América Latina (Trejos, 2013). 
Este conflicto ha estado marcado por la participación de múltiples actores arma-
dos —como las FARC, el ELN, los grupos paramilitares, las redes de narcotráfico 
y agentes del Estado colombiano—, configurando un escenario de violencia que 
trasciende lo meramente bélico para instalarse en lo político, lo social y lo territorial. 

Las causas estructurales del conflicto son complejas y multifactoriales. Entre 
estas, sobresalen las profundas desigualdades sociales, la concentración de la tie-
rra y la exclusión política de amplios sectores de la población (Piñeros-Ortiz et al., 
2021). Esta confrontación ha tenido consecuencias devastadoras: decenas de mi-
les de muertes, desplazamientos forzados, destrucción de comunidades enteras y 
un profundo deterioro del tejido social. Además, ha tenido un impacto severo en la 
salud mental y emocional de la población, afectando especialmente a los sectores 
más vulnerables (Montero, 2023).

En Colombia, la búsqueda de una salida negociada al conflicto armado ha sido 
un componente central de la agenda política, materializándose en diversos pro-
cesos de diálogo con actores armados ilegales, Si bien muchos de estos intentos 
no lograron consolidarse, el Acuerdo Final, suscrito entre el Gobierno nacional y 
las FARC-EP en 2016, representó un punto de inflexión en la aspiración nacio-
nal de construir un paz estable y duradera (Rojas-Granada y Cuesta-Borja, 2021). 
No obstante, la persistencia de diversas formas de violencia y las dificultades en 
la implementación integral del acuerdo evidencian los desafíos estructurales que 
aún enfrenta el país.
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Uno de los casos más representativos de la violencia en Colombia, así como 
de la ruptura del tejido social y de las consecuencias aún vigentes del conflicto 
armado, es la masacre de El Salado, ocurrida en el año 2000. Este hecho dejó pro-
fundas secuelas en las víctimas (Díaz y Serrano, 2016). Los sobrevivientes fueron 
testigos de múltiples formas de violencia, lo que tuvo un impacto emocional y con-
ductual, evidenciado en trastornos de estrés postraumático, ansiedad, depresión y 
otras enfermedades de salud mental (Aristizábal et al., 2012). Adicionalmente, en 
esta región, el desplazamiento forzado provocó una disolución del tejido social, lo 
que dificultó la reconstrucción de los proyectos de vida en los nuevos lugares de 
asentamiento (Moreno-Acero et al., 2021).

Los NNA en la masacre de El Salado
La población infantil ocupa un lugar central en cualquier sociedad, no solo por su 
condición de sujetos en formación, sino porque encarnan el porvenir y la posibili-
dad de construir escenarios de paz y reconciliación. Sin embargo, a pesar de este 
reconocimiento, los NNA siguen siendo víctimas del conflicto armado interno. Sus 
sueños se ven oscurecidos por la violencia que presencian desde los inicios de la 
guerra. Sus aspiraciones y proyectos de vida se ven truncados por la violencia que 
han presenciado —y, en muchos casos, sufrido— desde los primeros años de vida. 

La ruptura de los lazos familiares y comunitarios, junto con la desintegración 
del tejido social que estructuraba su identidad, desencadena procesos de desa-
rraigo mediados por mecanismos violentos de control social. Estas experiencias 
dejan profundas secuelas, que se manifiestan en alteraciones del desarrollo emo-
cional y cognitivo, afectaciones en la salud mental, y dificultades persistentes para 
establecer vínculos y ejercer su ciudadanía.

A pesar de los avances en el estudio del conflicto armado en Colombia, un as-
pecto que ha recibido escasa atención es la invisibilización de la infancia expuesta 
a eventos violentos, como las masacres. Un ejemplo paradigmático de esta omi-
sión es la masacre de El Salado, ocurrida entre el 16 y el 21 de febrero del año 2000 
(CNMH, 2009). Durante estos eventos, se perpetraron actos de extrema violencia, 
que constituyeron graves violaciones al DIH y a los derechos humanos de la po-
blación civil, especialmente a los derechos de los NNA, consagrados tanto en la 
normativa internacional como en la legislación nacional.

En este análisis se retomarán los hechos ocurridos en El Salado con el propó-
sito de comprender cómo fueron afectados los NNA durante y después de la ma-
sacre, y en qué medidas las respuestas institucionales y sociales ofrecieron una 
atención efectiva orientada a la protección integral, la garantía de sus derechos 
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y su bienestar. Este ejercicio se realiza reconociendo las implicaciones éticas y 
políticas que conlleva el uso de la memoria de los sobrevivientes, así como la ne-
cesidad de respetar su sufrimiento, su derecho a la verdad y su papel activo en los 
procesos de resignificación, diálogo y construcción de paz. 

Para comprender el impacto de la masacre de El Salado, es necesario analizar 
las dinámicas sociales, económicas y territoriales de los Montes de María antes 
del conflicto armado. Esta subregión, situada en la zona central de los departa-
mentos de Bolívar y Sucre, en el Caribe colombiano, se caracteriza por conformar 
una cadena montañosa de baja altitud y por su ubicación estratégica para el trán-
sito de mercancías y personas entre el interior del país y la costa Atlántica. 

Con una extensión de aproximadamente 6466 km2, la zona está conformada 
por los municipios de El Carmen de Bolívar, María La Baja, San Juan Nepomuceno, 
San Jacinto, Córdoba, El Guamo, Zambrano, Ovejas, Chalán, Colosó, Morroa, Los 
Palmitos, San Onofre, San Antonio de Palmito y Toluviejo (Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación, 2009). 

La economía de la subregión se basa en actividades agropecuarias. Tiene una 
fuerte tradición en la ganadería bovina y el cultivo de productos como yuca, ñame, 
maíz, arroz, plátano, tabaco, café y aguacate. En los últimos años, se ha sumado el 
cultivo de especies comerciales, como la palma de aceite, el cacao y el ají picante 
(Aguilera, 2013).

La historia de la subregión dio un giro decisivo en 1973, cuando la reforma 
agraria no logró satisfacer las demandas de las organizaciones campesinas que 
reclamaban el acceso y la redistribución equitativa de la tierra. La frustración ge-
nerada por la ineficacia institucional debilitó progresivamente el movimiento agra-
rio, especialmente tras la persecución y eliminación sistemática de sus líderes a 
manos de los primeros grupos armados de defensa privada. Esta dinámica no 
solo incrementó los niveles de violencia, sino que también creó un terreno fértil 
para la incursión de los grupos guerrilleros, quienes vieron en el descontento social 
y en la lucha por la tierra una oportunidad para expandir su influencia, como ya 
había ocurrido en otras regiones del país.

Ante el avance de estas organizaciones insurgentes, se gestó una respuesta 
armada por parte de sectores civiles y económicos que promovieron la confor-
mación y expansión de grupos paramilitares, los cuales, más tarde, se articularían 
bajo el proyecto de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC). En este contexto, 
la población civil de los Montes de María quedó atrapada en medio de la confron-
tación entre actores armados ilegales, viéndose sometida a múltiples formas de 
violencia (CNMH, 2009). 
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El corregimiento de El Salado fue fundado en 1812 como una dependencia 
de El Carmen de Bolívar, en el marco del proceso de poblamiento de los Montes 
de María, una región que, por sus tierras fértiles y abundancia de acuíferos, atrajo 
a comunidades dedicadas a la agricultura, especialmente al cultivo de tabaco y 
otros productos alimentarios. No obstante, la reconstrucción de la historia de El 
Salado representó un desafío, pues los trágicos episodios de violencia, en parti-
cular las dos masacres que allí ocurrieron eclipsaron la memoria colectiva de un 
territorio que alguna vez fue próspero y dinámico. 

En su época de mayor esplendor, El Salado contaba con cerca de 7000 habi-
tantes, lo que representaba el 29,08 % de la población que residía fuera del cas-
co urbano de El Carmen de Bolívar (Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística [DANE], 1993). Disponía de servicios públicos como acueducto, energía 
eléctrica, alumbrado público, un centro de salud bien equipado, una escuela prima-
ria, un colegio de bachillerato y hogares comunitarios (CNMH, 2009). Su economía 
giraba en torno a la producción tabacalera, actividad en la que las mujeres desem-
peñaban un papel central en labores de bodegaje, acopio, selección, prensado y 
empaque. A pesar de los esfuerzos de la comunidad por alcanzar la independencia 
administrativa, la intensificación del conflicto armado truncó estas aspiraciones. 

En 1997, la población del corregimiento de El Salado enfrentó su primera ma-
sacre. El 23 de marzo, un grupo de 50 paramilitares ingresó al poblado y asesinó a 
cinco personas en la cancha de fútbol: la profesora Doris Mariela Torres; Esteban 
Domínguez y su hijo; Néstor Arrieta; y Álvaro Pérez, presidente de la Junta de 
Acción Comunal. Todos fueron señalados de colaborar con la guerrilla (CNMH, 
2009). Tras este ataque, las empresas tabacaleras se retiraron del corregimiento 
y se trasladaron al municipio de El Carmen de Bolívar, truncando así el desarrollo 
económico del poblado. A pesar de lo ocurrido, los habitantes no imaginaron que 
la violencia regresaría con mayor intensidad ni que su magnitud alcanzaría niveles 
aún más devastadores (Marín, 2019).

El 23 de diciembre de 1999, un helicóptero sobrevoló la zona de El Salado 
mientras uno de sus tripulantes arrojaba panfletos que advertían a la población 
que comieran, bebieran y celebraran ese diciembre, pues sería el último que dis-
frutarían en compañía de sus familias. Ante esta amenaza, algunos habitantes 
decidieron abandonar el corregimiento, mientras que otros optaron por quedarse, 
convencidos de que, al no tener responsabilidad alguna, no serían objeto de repre-
salias (CNMH, 2009).

Lejos de anticipar la magnitud que alcanzaría la violencia, la comunidad con-
tinuó con sus actividades cotidianas, aunque con una creciente preocupación por 
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la posibilidad de quedar atrapada en medio del conflicto. Sin embargo, los planes 
de las AUC —específicamente del Bloque Norte— ya estaban en marcha. El ataque 
fue orquestado en la finca El Avión, ubicada en el municipio de Sabanas de San 
Ángel, en el departamento del Magdalena. Desde allí, los comandantes Salvatore 
Mancuso y Rodrigo Tovar Pupo, alias “Jorge 40”, junto con John Henao, alias “H2” 
—delegado de Carlos Castaño—, definieron la estrategia de cerco: ocupar todas las 
vías de acceso y escape del corregimiento, incluidos los caminos por la montaña, 
con el fin de aislar completamente a la población. 

La masacre comenzó en un retén instalado sobre la vía que conecta el corre-
gimiento de El Salado con el municipio de El Carmen de Bolívar. En este punto, los 
hombres comandados por alias “Amaury” obligaron a los ocupantes de un vehícu-
lo a descender, los interrogaron y les examinaron las manos en busca de rastros 
de pólvora u otros indicios de uso de equipo militar. En ese momento, “Amaury” 
separó a Edith Cárdenas Ponce del grupo, acusándola de ser guerrillera. Poco des-
pués, Carlos Eduardo Díaz Ortega fue ejecutado (CNMH, 2009). Este suceso marcó 
el inicio de una operación de exterminio. 

 En el Salado, como en otros escenarios del conflicto armado, los NNA fueron 
señalados y castigados por supuestos vínculos con actores armados contrarios 
al grupo perpetrador. Los adolescentes, en particular, fueron obligados a presen-
ciar el asesinato de familiares, vecinos y amigos, sin derecho a protestar, llorar o 
resistirse a las órdenes impartidas por los paramilitares. Además de enfrentar la 
pérdida de seres queridos y la ruptura de los lazos sociales que les brindaban un 
sentido de pertenencia e identidad, fueron víctimas de múltiples violaciones al DIH 
y a los derechos consagrados en la Convención sobre los Derechos del Niño. A 
continuación, se presentan algunos ejemplos.

El primer caso que ejemplifica las circunstancias particulares de este fenóme-
no de control social violento es el de Y. V., quien, el 18 de febrero, mientras lavaba 
ropa, comenzó a escuchar disparos durante aproximadamente una hora. Al cesar 
el fuego, decidió acompañar a su prima a recuperar unos documentos. Mientras 
caminaban por el poblado, un helicóptero sobrevoló la zona. Y. V. pensó que se 
trataba del Ejército; sin embargo, sus tripulantes comenzaron a disparar. Corrió a 
refugiarse en la casa de una vecina, pero los paramilitares las sacaron a la fuerza 
y las condujeron hasta la cancha. Posteriormente, Y. V. fue llevada a una vivienda. 
En sus propias palabras: 

Uno de los golpes que puedo decir que me marcó y que yo juraba que estaba 
muerto que yo en ese momento siempre dije estoy muerta me mataron fue en el 
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momento en que me violaron en que abusaron de mi…adentro de esa casa yo viví 
una de las peores cosas que se le puede hacer a un ser humano a una mujer fue 
aquí en esta casa donde me violaron. (Y. V. Bedoya, comunicación personal, 2020)

Como lo señala el informe del Grupo de Memoria Histórica (GMH), las viola-
ciones fueron utilizadas por los grupos armados como mecanismos para sembrar 
terror, dominar a las comunidades y castigar a quienes eran considerados sim-
patizantes del enemigo. En el caso de Y. V., la gravedad se acentúa por su edad: 
tenía apenas 14 años cuando fue víctima de tortura. Más allá del sufrimiento físico, 
recuerda con profundo dolor haber presenciado el colapso de los lazos comuni-
tarios, la muerte de sus amigos y compañeros del colegio, y el desplazamiento 
forzado. En sus palabras, se marchó del pueblo “vacía”. 

Este testimonio permite comprender que las masacres no se reducen única-
mente a homicidios o actos de tortura —delitos claramente tipificados en el marco 
jurídico nacional e internacional—, sino que también conllevan una serie de afecta-
ciones menos visibles, pero igualmente devastadoras, como la vulneración siste-
mática de derechos fundamentales. 

•	 Artículo 19: Protección contra toda forma de violencia: Los Estados parte 
adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educa-
tivas necesarias para proteger al niño contra toda forma de violencia física o 
mental, descuido o malos tratos, incluidos los abusos sexuales. 

•	 Artículo 24: Derecho a la salud: Los Estados parte reconocen el derecho del 
niño al disfrute del más alto nivel posible de salud.

•	 Artículo 31: Derecho al juego: Los Estados parte reconocen el derecho del niño 
al descanso y al esparcimiento, al juego y a las actividades recreativas propias 
de su edad, y a participar libremente en la vida cultural y artística. 

•	 Artículo 38: Protección contra la participación en conflictos armados: Los Es-
tados Parte tomarán todas las medidas posibles para asegurar que los niños 
menores de quince años no participen directamente en hostilidades. (Con-
vención sobre los Derechos del Niño, 1989)

Es importante considerar que, en el momento en que ocurrieron los hechos, 
la noción de justicia restaurativa aún no había sido implementada en Colombia. 
Por lo tanto, los crímenes fueron abordados exclusivamente desde la justicia pe-
nal, subsumiéndolos en otras categorías de crímenes de lesa humanidad, como 
la violación. 
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No obstante, el testimonio de Y. V. demuestra que este enfoque fue insufi-
ciente para reparar integralmente los daños ocasionados, especialmente en lo que 
respecta a la destrucción del tejido social y comunitario. En contraste, la justicia 
restaurativa, tal como se concibe actualmente, se orienta a una reparación integral 
de las víctimas, quienes hoy, ya en su adultez, son plenamente conscientes de las 
múltiples afectaciones que han sufrido a lo largo de su vida. 

En su testimonio, Y. V relata que abandonó su territorio sin sueños ni metas, 
cargando con un daño profundo que nunca fue reparado. Aunque, para ese enton-
ces, ya existían organizaciones encargadas de velar por los derechos de los NNA, 
ninguna asumió la tarea de hacer un seguimiento a las infancias afectadas por la 
masacre. Las familias, desde su propia capacidad de resiliencia, intentaron recons-
truir sus vidas, aunque no sin consecuencias psicológicas y sociales significativas. 
Años más tarde, Y. V. regresó a su comunidad, ahora como una mujer comprome-
tida con los procesos de memoria, justicia y reparación. Actualmente, la JEP ha ha-
bilitado escenarios de diálogo entre víctimas y victimarios. En estos espacios, Y. V., 
en calidad de representante de las víctimas de la masacre, ha tenido la oportunidad 
de escuchar las disculpas de los exparamilitares que participaron en los hechos.

El segundo caso es el de H. M., una niña de tan solo siete años, quien, en un 
intento desesperado por huir de la masacre, huyó con una vecina por uno de los 
senderos que conducen a la montaña. En medio de la travesía, tropezó, se fracturó 
un pie y quedó herida entre la vegetación. Aterrada, optó por permanecer en silen-
cio y ocultarse para protegerse.

Sus padres, angustiados, buscaron respuestas entre los vecinos, pero nadie 
pudo dar razón de su paradero. Días después, durante las labores de búsqueda 
adelantadas por el Ejército, fue hallado su cuerpo sin vida. H. M. había fallecido 
como consecuencia de una exposición prolongada al sol. 

El caso de H. M. demuestra que los perjuicios causados por una masacre tras-
cienden los límites de la justicia penal. Aterrorizada por los hechos, la niña decidió 
morir en la montaña antes que enfrentarse al horror que azotaba a su comunidad. 
Para la justicia penal, no se pudo identificar a responsable directo de su muerte ni 
una conducta que encajara en delitos como el homicidio o las lesiones culposas, 
los cuales exigen una acción u omisión que derive en un resultado lesivo. Aunque 
su fallecimiento fue una consecuencia directa de la masacre, el marco penal no lo 
reconoció como tal. 

El tercer caso es el de A. M., quien, a los ocho años, fue testigo de cómo los pa-
ramilitares irrumpieron en su hogar y asesinaron a su padre. Sin duda, este hecho 
dejó una huella profunda. Tras lo ocurrido, huyó junto a su madre y sus hermanos, 
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lo que los obligó a reconfigurar sus entornos culturales, educativos, familiares y 
personales (Rodríguez, 2023).

El trauma vivido por A. M. se manifestó en síntomas como pesadillas recu-
rrentes, dificultades para concentrarse en sus estudios y una tendencia a evitar 
cualquier alusión a los hechos. Esto derivó en un aislamiento emocional y un ma-
lestar psicológico constante, que afectaron su funcionalidad y desempeño en las 
actividades cotidianas. 

Además, el desplazamiento forzado agravó su situación, ya que su familia, 
desarraigada de su cultura y territorio, se enfrentó a la pobreza y a la falta de apoyo 
para atender sus heridas emocionales. El caso de A. M. es una muestra del dolor y 
la resiliencia que caracterizaron a muchos NNA de El Salado, quienes enfrentaron 
con fortaleza el desafío de rehacer sus vidas tras la violencia vivida. 

Casos como este, con sus múltiples particularidades, representan graves vio-
laciones a los derechos humanos y al DIH. Estos actos no solo privaron a los NNA 
de su derecho fundamental a la vida y a la seguridad, sino que también vulneraron 
su derecho a una infancia protegida y atentaron contra su dignidad. Todo esto 
contraviene lo estipulado en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los 
Convenios de Ginebra. 

En contextos de conflicto armado, el DIH contempla garantías especiales para 
la protección de los NNA. Sin embargo, en El Salado, dichas disposiciones fueron 
ignoradas, lo que expuso a los menores a niveles extremos de violencia. Esta ex-
posición tuvo un impacto profundo en su salud mental y emocional. 

Un aspecto preocupante es que muchos NNA fueron excluidos de los progra-
mas estatales de atención. Esta omisión institucional no solo les negó el acceso a 
servicios esenciales, como la atención psicológica, el refugio y otros recursos, sino 
que también acentuó su vulnerabilidad y los dejó sin herramientas para procesar 
el trauma vivido (Rozo et al., 2018).

Otro aspecto relacionado con el funcionamiento de las leyes y los programas 
dirigidos a los NNA víctimas del conflicto, y que obstaculizó los procesos de re-
paración y reconciliación, fue la impunidad en torno a la masacre. Esta impuni-
dad no solo representó una falla del sistema judicial, sino que impuso una carga 
emocional y simbólica adicional sobre las víctimas, quienes vieron frustradas sus 
expectativas de justicia al constatar que muchos de los responsables no fueron 
procesados ni sancionados. Esta situación profundizó el sentimiento de abando-
no institucional y afectó la calidad de vida de los sobrevivientes, quienes, además 
de enfrentar estigmatización social, se vieron obligados a lidiar con la pérdida de 
oportunidades y el deterioro de sus condiciones de vida (Castañeda et al., 2019).
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Un caso documentado de la negligencia estatal percibida tras la masacre es el 
de M. P., una mujer que tenía 11 años cuando ocurrieron los hechos en El Salado. 
M. P. relató que ni ella ni otros niños de la comunidad recibieron ayuda inmediata ni 
atención por parte de las autoridades o de los programas de apoyo. A pesar de haber 
presenciado actos violentos y sufrir desplazamiento forzado, recordó que no hubo 
ningún tipo de acompañamiento psicológico ni una intervención estatal que les 
permitiera procesar el trauma vivido. Años después, expresó sentirse abandonada 
por el Estado, señalando que los programas asistencialistas destinados a proteger 
y apoyar a la niñez nunca llegaron a su comunidad en los momentos más críticos.

A pesar de la existencia de programas asistencialistas dirigidos a las vícti-
mas del conflicto armado, muchos niños afectados por la masacre de El Salado 
no fueron contactados ni integrados en estas iniciativas. Además de no recibir la 
atención y el apoyo necesarios, tampoco se les preguntó por sus necesidades ni 
se les brindó un espacio para expresar sus experiencias y emociones. Esta falta de 
consideración y seguimiento los privó de la oportunidad de acceder a servicios de 
salud mental, lo que acentuó su vulnerabilidad. 

Estas situaciones subrayan la necesidad de visibilizar las experiencias de los 
NNA que han crecido en contextos de violencia extrema. Es crucial que las medi-
das de reparación — especialmente en casos como el de El Salado— contemplen 
sus necesidades y el impacto que estos hechos violentos han tenido en su salud 
mental. Asimismo, es fundamental garantizar una coherencia real entre el marco 
normativo y la implementación de programas a nivel nacional, sobre todo en las 
regiones más afectadas por el conflicto.

La desconexión entre las leyes y su aplicación práctica dejó a muchos meno-
res desprotegidos, lo que pone de manifiesto la urgencia de traducir las políticas 
públicas en acciones concretas, integrales y sostenidas. Dichas acciones deben 
garantizar la protección efectiva de la infancia y promover procesos de reparación 
que busquen reconstruir el tejido social y dignificar a las víctimas.

Según los testimonios recopilados por el CNMH, la masacre de El Salado dejó 
un saldo de, al menos, 60 víctimas, entre ellas menores de edad. Sin embargo, 
otros relatos refieren cifras distintas, lo cual evidencia la persistente incertidumbre 
frente al número real de víctimas, como lo expresó Y. V.: “nosotros tampoco sabe-
mos la cifra exacta porque hubo desaparecidos”. Esta acto de violencia extrema 
ha sido reconocido por las ciencias sociales como una masacre con orientación 
política, en la que la tortura no solo se utilizó como un mecanismo de extermi-
nio, sino también como forma de escarnio hacia los presuntos opositores, en este 
caso, miembros o simpatizantes del grupo guerrillero contrario a la ideología de 
los paramilitares. 
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Esta masacre tuvo un objetivo claro: castigar a la población por su supuesto 
apoyo a las FARC-EP. Al no contar con pruebas concretas de dicha colaboración, 
los perpetradores emplearon estrategias orientadas a sembrar terror, obtener con-
fesiones y enviar un mensaje ejemplarizante. Estas prácticas, además de atentar 
contra los principios fundamentales del DIH, derivaron en crímenes de lesa huma-
nidad que, en muchos casos, no fueron debidamente tipificados. Como resultado, 
estos hechos quedaron en la impunidad, sin que se habilitaran oportunamente 
mecanismos de justicia o de reparación para las víctimas y sus familias.

Aunque la justicia penal ha reconocido a los NNA como víctimas del conflicto 
armado, se ha centrado principalmente en la sanción de los perpetradores. Las se-
cuelas psicológicas, sociales y emocionales derivadas de estas experiencias trau-
máticas —como el trastorno de estrés postraumático, la depresión, la dificultad 
para establecer relaciones interpersonales y la desconfianza en las instituciones— 
han sido, en gran medida, invisibilizadas. En contraste, la justicia restaurativa, al 
promover la participación de las víctimas, los victimarios y la comunidad en la 
construcción de soluciones orientadas a restaurar el tejido social, ofrece un marco 
más integral para atender estas necesidades. 

El caso de El Salado puede servir como un punto de partida para repensar la 
justicia en Colombia y para exigir la implementación de políticas públicas que garan-
ticen la reparación integral de las víctimas infantiles, incluyendo el acceso a servicios 
de salud mental, educación, y la participación en procesos de memoria y verdad.

Las garantías de las que debían gozar los NNA provenientes de El Salado, 
según los principios de los derechos humanos, el DIH y la Convención sobre los 
Derechos del Niño, fueron vulneradas de múltiples maneras. Se transgredieron 
derechos fundamentales, como la vida, la educación, la salud, la asistencia huma-
nitaria y el desarrollo integral. Actos como la explotación y el abuso sexual fueron 
subsumidos bajo la categoría de crímenes de lesa humanidad, lo que invisibilizó 
su vulnerabilidad y el impacto de estas violaciones en su desarrollo y bienestar. 

Conclusiones
Aunque la masacre de El Salado dejó una huella profunda en toda la comunidad, 
su impacto en los NNA fue particularmente grave. Estos jóvenes no solo fueron 
testigos y víctimas directas de actos de extrema violencia, sino que también se 
vieron obligados a abandonar sus hogares y sus escuelas (Hewitt et al., 2014). 
Estas experiencias traumáticas, agravadas por el desplazamiento, tuvieron serias 
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repercusiones en su salud mental, redujeron sus oportunidades de desarrollo y 
comprometieron su bienestar (Moreno-Murcia et al., 2021). 

Aunque, en muchas legislaciones, las masacres no han sido tipificadas como 
un delito autónomo, es crucial incorporarlas en el diseño y la implementación de 
políticas de reparación integral. Estas políticas deben ir más allá de la indemniza-
ción económica e incluir medidas complementarias orientadas a la restitución de 
derechos y a la dignificación de las víctimas, como la rehabilitación psicosocial, la 
recuperación de la memoria histórica y las garantías de no repetición.

Esta investigación demostró que la justicia penal presentaba serias limitaciones 
para responder adecuadamente a las demandas de las víctimas frente a un meca-
nismo de control social extremadamente violento, como lo fue la masacre perpetra-
da en el corregimiento de El Salado. En este contexto, la justicia restaurativa emergió 
como una alternativa orientada a satisfacer la necesidad de verdad y reparación, 
impulsada tanto por el Estado como por organismos multilaterales. No obstante, 
las falencias de la justicia penal tuvieron un impacto negativo sobre la capacidad 
del Estado para garantizar una reparación integral, especialmente en el caso de los 
NNA, quienes fueron testigos de los vejámenes cometidos durante la masacre.

La sentencia del 28 de febrero de 2003, que impuso medidas disciplinarias a 
los paramilitares responsables, solo consideró los hechos ocurridos el 18 de fe-
brero, excluyendo los actos violentos cometidos antes o después de esa fecha, así 
como aquellos perpetrados fuera de la cancha de microfútbol, lugar donde fueron 
asesinadas 38 personas. La sentencia tampoco reconoció la tortura a la que fue-
ron sometidos los NNA ni incluyó el caso de M. H., ya que no estaba tipificado en 
la norma vigente en ese momento. 

La resiliencia y la resignificación son procesos fundamentales para los sobre-
vivientes, ya que les permiten reconstruir sus vidas y resignificar sus experiencias 
traumáticas. Su promoción y comprensión no solo contribuyen a la recuperación 
individual y colectiva, sino que también facilitan la construcción de marcos de re-
ferencia útiles para orientar el acompañamiento de otras personas que atraviesan 
situaciones similares. En este sentido, es fundamental reconocer que la reparación 
no puede concebirse como un proceso homogéneo. Cada individuo y comunidad 
tiene necesidades y heridas distintas, que requieren una atención diferenciada. Por 
esta razón, las políticas de reparación deben ser flexibles. 

Los testimonios de los sobrevivientes son fundamentales para la formulación 
de acciones de reparación verdaderamente efectivas. Estas narrativas no solo vi-
sibilizan sus experiencias, sino que también facilitan la identificación de sus nece-
sidades, expectativas y formas de comprender el daño sufrido. Asimismo, tienen 
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el potencial de humanizar el dolor de las víctimas, promover la empatía y propiciar 
escenarios de reconciliación y reconstrucción del tejido social. En este sentido, las 
políticas de reparación deben partir de estas voces, reconociendo su valor epis-
temológico y ético, para diseñar e implementar estrategias que respondan a las 
demandas de los afectados.

Por otro lado, diversos programas del sector privado han logrado identificar y 
satisfacer las necesidades de los niños sobrevivientes. Sin embargo, estos esfuer-
zos, a menudo, enfrentan limitaciones operativas relacionadas con la escasez de 
recursos, la falta de voluntad política y las deficiencias en la capacidad institucio-
nal. En este sentido, es fundamental que el Estado colabore con el sector privado 
y la sociedad civil para fortalecer la calidad y el alcance de estos programas, ga-
rantizando que todos los sobrevivientes, especialmente los NNA, reciban el apoyo 
necesario para su recuperación y desarrollo integral.

El testimonio de Y. V., sobreviviente de la masacre de El Salado, pone de ma-
nifiesto una realidad profundamente inquietante: la extrema vulnerabilidad de la 
infancia en contextos de violencia armada. Más allá de las cifras y los informes 
oficiales, sus palabras nos recuerdan que, detrás de cada hecho violento, hay vidas 
marcadas por el trauma, la pérdida y la deshumanización. Según el Registro Único 
de Víctimas (RUV, 2025), aproximadamente 3 707 111 personas fueron victimiza-
das durante su infancia, es decir, entre los 0 y los 17 años. 

En este sentido, el caso de El Salado se constituye en un referente para anali-
zar cómo se ha abordado la restitución de los derechos de los NNA. ¿Qué accio-
nes se adoptaron? ¿Qué mecanismos de reparación se han implementado? ¿Qué 
aprendizajes dejó este proceso? 

Es fundamental reconocer que, en el pasado, específicamente en contextos de 
conflicto armado, las respuestas institucionales a las violaciones de los derechos 
de la infancia fueron limitadas y fragmentadas. La atención estatal se centró en 
la persecución penal de los responsables, dejando de lado las necesidades de las 
víctimas. Si bien la justicia penal desempeña un papel importante, ha demostrado 
ser insuficiente para reparar el daño causado, particularmente en casos de violen-
cia sexual y psicológica, cuyas secuelas son profundas e indelebles.

Actualmente, la justicia restaurativa se perfila como una alternativa promete-
dora para abordar las consecuencias de los crímenes cometidos contra la infan-
cia. Este enfoque —centrado en la reparación, la reconciliación y la transformación 
social— ofrece un espacio donde las víctimas pueden expresar su dolor, los res-
ponsables asumir la responsabilidad de sus actos y las comunidades reconstruir 
el tejido social.
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Sin embargo, en casos como el de El Salado, la implementación de la justi-
cia restaurativa enfrenta numerosos desafíos. Entre estos, se destacan la falta de 
protocolos claros, la estigmatización de las víctimas y la resistencia a abandonar 
los enfoques tradicionales. Por esta razón, es necesario diseñar programas de 
reparación integral que contemplen todas las dimensiones del daño ocasionado, 
incluyendo el acompañamiento psicológico, la atención médica, la educación, la 
restitución de tierras y la reparación simbólica. Además, es fundamental garantizar 
la participación de las víctimas en estos procesos, respetando sus necesidades y 
empoderándolas para que puedan tomar decisiones informadas sobre su futuro.

La educación desempeña un papel central en la construcción de una cultura 
de paz y en la prevención de la violencia. Es esencial que promueva el respeto 
por los derechos humanos, la diversidad y la resolución pacífica de los conflictos. 
Desde esta perspectiva, es indispensable garantizar a los NNA víctimas de la vio-
lencia el acceso a espacios donde puedan expresar sus emociones, gestionar el 
trauma y desarrollar habilidades para la vida.

El caso de El Salado es un llamado urgente a reflexionar sobre la necesidad 
de garantizar la protección y la reparación integral de los derechos de los NNA 
víctimas de la violencia. Si bien la justicia restaurativa no es una panacea, se per-
fila como una vía prometedora para avanzar en la construcción de sociedades 
más justas y equitativas. Sin embargo, su implementación efectiva demanda la 
articulación de esfuerzos y un compromiso real de las instituciones estatales, la 
sociedad civil y la comunidad internacional. 
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